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Ciudad 

Asunto: Respuesta Cuestionario sobre el derecho de las personas con discapacidad a la participación en la adopción de decisiones –Office of the High Commissioner of United Nations Human Rights-.
Respetada doctora Marcela:
En mi calidad de Defensora Delegada para la Salud, la Seguridad Social y la Discapacidad (e), y en nombre de la Defensoría del Pueblo de Colombia, como se ha solicitado, a continuación remito las respuestas al Cuestionario sobre el derecho de las personas con discapacidad a la participación en la adopción de decisiones de la Office of the High Commissioner of United Nations Human Rights:

1. Sírvanse proporcionar información sobre el marco legislativo y de políticas de su país en relación con el estatus, establecimiento, financiamiento y funcionamiento de las organizaciones representativas de personas con discapacidad a nivel nacional, regional y local:

En Colombia, mediante la Ley 1145 de 2007 se organizó el Sistema Nacional de Discapacidad. A través de este Sistema se impulsó la formulación e implementación de la política pública de discapacidad, en forma coordinada entre las entidades públicas del orden nacional, regional y local, las organizaciones de personas con discapacidad y la sociedad civil. 
De esta forma, se elevó a organismo legalmente constituido el escenario de participación de las organizaciones representativas de personas con discapacidad. 
En efecto, el artículo 2° de la Ley 1145 de 2007, consagra el principio de la participación de las personas con discapacidad, entendiéndolo como el derecho de las personas con discapacidad a intervenir en la toma de decisiones, planificación, ejecución y control de las acciones que los involucran. 
Es así como, conforme al capítulo IV de la Ley 1145 de 2007, artículos 14 y 15, se determinó la constitución de los Comités Territoriales de Discapacidad, así:

Artículo 14. Organícese en los Departamentos y Distritos los Comités de Discapacidad CDD, como el nivel intermedio de concertación, asesoría, consolidación, seguimiento y verificación de la puesta en marcha de la Política Pública de Discapacidad. 

Artículo 15. Organícese en los municipios y localidades distritales los Comités de Discapacidad CMD y CLD como nivel de deliberación, construcción seguimiento y verificación de la puesta en marcha de las políticas, estrategias y programas que garanticen la integración social de las personas con y en situación de discapacidad. 

De esta forma, los Comités tienen estatus legal, y están integrados por los representantes de las autoridades territoriales correspondientes, con potestada para tomar decisiones, por representantes de las organizaciones de personas con discapacidad, representantes de las personas jurídicas, representantes de la academia (si existen instituciones de educación superior en el Departamento o Municipio) y los invitados permanentes, que son delegados de entidades del Servicio Nacional de Aprendizaje –SENA-, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar –ICBF-, entre otros. 
En cuanto al funcionamiento de los Comités, de acuerdo con el artículo 16 de la Ley 1145 de 2007, el Gobernador o Alcalde, debe presidir el Comité Departamental en calidad de primera autoridad y hacer la convocatoria para la selección de los representantes al Comité Municipal o Local. 

La participación de las organizaciones sociales de personas con discapacidad es importante en estos espacios, para la comprensión efectiva de las expectativas y propuestas de la población representada. Asimismo, son estas organizaciones las encargadas de incidir en la formulación, implementación, seguimiento y evaluación de las políticas públicas, así como en las tareas de veeduría social y ciudadana sobre el desempeño de las instituciones públicas. 

De esta forma, con la conformación y operatividad de los Comités Territoriales de Discapacidad se benefician las personas con discapacidad, sus familias y sus organizaciones, teniendo la posibilidad real de influir en las políticas dirigidas a la garantía de sus derechos. 

Finalmente, sobre este punto cabe señalar que el Ministerio de Salud y Protección Social incluye en la solicitud de presupuesto anual ante el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, los gastos de inversión para la transferencia de recursos a las entidades territoriales, en el marco de los lineamientos nacionales para la atención de la población con discapacidad. 

2. Sírvanse proporcionar información sobre la legislación y las políticas existentes destinadas a garantizar que las personas con discapacidad y las organizaciones que las representan, incluidos los niños y las niñas con discapacidad, sean consultadas y colaboren en los procesos de adopción de decisiones que directa o indirectamente les conciernen:
Como fue señalado en el numeral anterior, la Ley 1145 de 2007 “Por medio de la cual se organiza el Sistema Nacional de Discapacidad y se dictan otras disposiciones”, consagra en el artículo 3°, numeral 9°, el principio de la concertación, cuya finalidad es alcanzar la identidad de fines y propósitos dentro de la diversidad de perspectivas e intereses, a través del diálogo y la comunicación. 

Bajo esta lógica, la citada Ley organizó el Sistema Nacional de Discapacidad, como el mecanismo de coordinación de los diferentes actores que intervienen en la integración social de esta población, en el marco de los derechos humanos, con el fin de racionalizar los esfuerzos, aumentar la cobertura y organizar la oferta de programas y servicios, promover la participación de la población fortaleciendo su organización, así como la de las organizaciones públicas y de la sociedad civil que actúan mediante diversas estrategias de planeación, administración, normalización, promoción/prevención, habilitación/rehabilitación, investigación y equiparación de oportunidades. 
Por su parte, a través de la Resolución 3317 de 2012 “Por medio de la cual se reglamenta la elección y funcionamiento de los Comités Territoriales de Discapacidad”, el Ministro de Salud y Protección Social estableció los lineamientos generales a partir de los cuales los Comités Territoriales de Discapacidad pueden desarrollar sus funciones y efectuar la elección de sus representantes, de conformidad con el Sistema Nacional de Discapacidad. 

Y, finalmente, cabe hacer referencia a la Resolución No. 3393 de 2015 “Por medio de la cual se reglamenta el mecanismo para la elección de los representantes al Consejo Nacional de Discapacidad”, a través de la cual el Ministerio de Salud y Protección Social convoca a la elección de los Consejeros, a las organizaciones de la sociedad civil de la discapacidad en representación nacional que agrupen a las personas con sordoceguera, discapacidad física, visual, auditiva, mental, múltiple, de padres de familia de personas con discapacidad cognitiva y personas jurídicas cuya capacidad de actuación gire en torno a la atención de las personas con discapacidad. 

3. Sírvanse proporcionar información sobre cualquier órgano consultivo o mecanismo establecido para consultar y colaborar con las organizaciones representativas de personas con discapacidad, incluyendo información sobre su composició, criterios de membresía (nominación, nombramiento, elección, etc) y funcionamiento:
El Consejo Nacional de Discapacidad, conforme lo establece el artículo 9° de la Ley 1145 de 2007, es el nivel consultor y de asesoría institucional del Sistema Nacional de Discapacidad, de carácter permanente, para la coordinación, planificación, concertación, adopción y evaluación de las políticas públicas generales y sectoriales para el sector de la discapacidad en Colombia.
El Consejo Nacional de Discapacidad está conformado por:

· Un delegado del Presidente de la República designado por este para tal efecto y quien lo presidirá. 
· Los Ministros o sus delegados del nivel directivo de:

· Salud y Protección Social

· Educación

· Hacienda y Crédito Público

· Comunicaciones

· Transportes

· Defensa Nacional
· El  Director del Departamento Nacional de Planeación o su representante de rango directivo. 
· Seis (6) representantes de las organizaciones sin ánimo de lucro de personas con discapacidad:

· Un representante de las organizaciones de personas con discapacidad física
· Un representante de las organizaciones de personas con discapacidad visual

· Un representante de las organizaciones de personas con discapacidad auditiva

· Un representante de las organizaciones de padres de familia de personas con discapacidad cognitiva

· Un representante de organizaciones de personas con discapacidad mental

· Un representante de las organizaciones de personas con discapacidad múltiple
· Un representante de personas jurídicas cuya capacidad de actuación gire en torno a la atención de las personas con discapacidad. 
· Un representante de la Federación de Departamentos

· Un representante de la Federación de Municipios

· Un representante de las Instituciones Académicas de nivel superior

Los Consejeros de las personas con discapacidad son seleccionados por el Ministerio de Salud y Protección Social, a propuesta de la organización de sociedad civil de la discapacidad de representación nacional que los agrupe y de las entidades prestadoras de servicio, legalmente constituidas. 

El período de los Consejeros es de cuatro (4) años y pueden ser nuevamente elegidos por una sola vez. Los representantes de las organizaciones de personas con discapacidad física, visula, auditiva y mental son personas con discapacidad del sector al que representan. 

Por su parte, el artículo 14 de la Ley 1145 de 2007 establece que deben organizarse los Comités Territoriales de Discapacidad, en los Departamentos y Distritos, como un nivel intermedio de concertación, asesoría, consolidación, seguimiento y verificación de la puesta en marcha de la Política Püblica de la Discapacidad. 

Con base en esta disposición legal, deben organizarse en los municipios y localidades distritales los Comités de Discapacidad como nivel de deliberación, construcción seguimiento y verificación de la puesta en marcha de las políticas, estrategias y programas que garanticen la integración social de las personas con discapacidad. 

4. Sírvanse proporcionar información sobre los esfuerzos realizados a nivel nacional, regional y local para fortalecer la capacidad de las organizaciones representativas de personas con discapacidad, con el fin de facilitar su participación en procesos legislativos, de políticas y otros procesos de adopción de decisiones:

La Política Pública Nacional de Discapacidad e Inclusión Social, Documento Conpes Social 166 del 09 de diciembre de 2013,  definió los lineamientos, estrategias y recomendaciones con la participación de las instituciones del Estado, la sociedad civil organizada y la ciudadanía, para avanzar en la implementación de la Política, cuya finalidad es garantizar el goce pleno en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y libertades fundamentales por todas las personas con discapacidad, como lo establece la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de Naciones Unidas. 
Este esfuerzo país rediseñó la política pública de discapacidad en el año 2013, a fin de que con base en diferentes principios, como el de la participación e inclusión plena y efectivas en la sociedad de las personas con discapacidad, se garantice el respeto por la diversidad y la condición humana, así como la igualdad de oportunidades, la accesibilidad y la evolución de las facultades del ser humanos. 

La movilización ciudadana para el desarrollo de la participación de las personas con discapacidad se ha venido generando en torno al postulado acogido por la Convención de Naciones Unidas sobre los derechos de las personas con discapacidad, que expresa “Nada sobre Nosotros sin Nosotros”. 

Por lo anterior, durante los últimos años, las personas con discapacidad han venido realizando procesos orientados al fortalecimiento de sus comunidades para la incidencia política en torno al ejercicio de sus derechos para alcanzar el reconocimiento y la inclusión plena en la sociedad, asumiendo su responsabilidad frente al tema. 

Es por esta razón, que las personas con discapacidad han venido trabajando articuladamente con el Gobierno Nacional y los Gobiernos Territoriales, en acciones como:

· Conformación y fortalecimiento de organizaciones de personas con discapacidad, tendientes a promover los derechos y la incidencia política. 

· Participación en la construcción de políticas territoriales y locales de discapacidad. 

· Participación organizada en las instancias políticas creadas en el marco de la Ley 1145 de 2007.

· Conformación de Federaciones Nacionesl de organizaciones de personas con discapacidad. 

· Movilización en torno a la incidencia política, que ha permitido incluir el goce de derechos de las personas con discapacidad, como meta global de los planes, programas y proyectos. 

Uno de los objetivos de la Política Pública es promover la organización, articulación, movilización e incidencia política de las personas con discapacidad, sus familias y cuidadores, en los diferentes ámbitos, incluyendo la participación en el direccionamiento de los asuntos públicos y en las organizaciones y asociaciones no gubernamentales relacionadas con la vida pública y política del país, al igual que en la constitución de organizaciones de personas con discapacidad. 
En el Plan de Acción de la citada Política Pública se establece la Estrategia para la Participación en la Vida Política y Pública, cuya finalidad es promover la participación, al igual que la constitución de organizaciones de personas con discapacidad y concertará y articulará la ruta de atención. 
5. Sírvanse explicar si y cómo las personas con discapacidad participan en el seguimiento de la aplicación de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de las Naciones Unidas (artículo 33, párrafo 3), y en la designación de expertos al Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (artículo 34, párrafo 3).
La Defensoría del Pueblo en cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 30 de la Ley 1618 de 2013 “Por medio de la cual se establecen las disposiciones para garantizar el pleno ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad”, en consonancia con lo consagrado en el artículo 33 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, relativo a la responsabilidad del Estado colombiano para conformar un mecanismo independiente, dirigido a promover, proteger y supervisar la aplicación de la Convención, así como las medidas de índole legislativa, administrativa y presupuestal tendientes a la garantía de los derechos de las personas con discapacidad en el país, convocó a una mesa de trabajo a la Procuraduría General de la Nación y la Contraloría General de la República, la cual, ha sesionado periódicamente desde el mes de agosto del año 2014.

Con las entidades responsables se han estipulado acuerdos para determinar la organización del mecanismo, la participación de las organizaciones de personas con discapacidad y tres ejes de actividades a desarrollar:

· Actividades de promoción: representadas en la evaluación del cumplimiento de las leyes, reglamentos y prácticas nacionales vigentes; la atención de las denuncias y quejas presentadas por las personas con discapacidad y; la realización de estudios e investigaciones pertinentes en la materia. 

· Actividades de seguimiento: a través de la evaluación de la situación de derechos y la prestación de los servicios sociales a la población.

· Movilización de la sociedad civil: la Defensoría del Pueblo es la entidad nacional apta para la interlocución con las organizaciones que representan a las personas con discapacidad en cada país, garantizan en todo momento su derecho a la información, para asegurar su participación activa en los procesos.

En este sentido, se propuso la celebración de un Convenio Interadministrativo entre la Procuraduría General de la Nación, la Contraloría General de la República y la Defensoría del Pueblo, que permita la ejecución de las actividades conjuntas a efectos de observar la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y la Ley 1618 de 2013, para lo cual la Procuraduría General de la Nación asumió el liderazgo de elaborar el citado Convenio, proceso que se encuentran en curso actualmente. 

Al respecto, es importante hacer referencia a que el artículo 30 de la Ley 1618 de 2013 establece: “El mecanismo contará con un presupuesto independiente de parte del Ministerio de Justicia y del Derecho y establecerá su visión y funcionamiento, de acuerdo con lo establecido en este artículo y el artículo 33 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad”, lo cual significa que el presupuesto para el funcionamiento de este mecanismo se encuentra en cabeza del Ministerio de Justicia y del Derecho, autoridad del Gobierno Nacional que no hace parte directamente del mecanismo.

Por lo anterior, y ante la ausencia de disposición normativa relativa a la forma o instrumento jurídico para que las entidades integrantes del mecanismo puedan hacer uso del presupuesto, es claro que para los períodos 2014 y 2015, no obstante solicitud hecha por el Ministerio de Justicia y del Derecho para la apropiación de recursos económicos tendientes a este fin, no ha sido aprobada ninguna partida presupuestal, por lo cual, el mecanismo independiente no cuenta con recursos diferentes a aquellos de funcionamiento e inversión propios de cada una de las entidades. 

Esta situación, ha limitado la posibilidad de las entidades del mecanismo para adelantar el proceso de convocatoria y selección a nivel nacional y regional de las personas representantes de los diferentes sectores de discapacidad que integrarán el mecanismo, en el entendido que acciones de este nivel requieren disponibilidad de recursos para el traslado, manejo de espacios, intérpretes y sistemas de comunicación adecuados a las particularidades de cada una de las personas que se encuentren interesadas en el proceso de selección. 

No obstante, la Defensoría del Pueblo, en el marco de su participación en el mecanismo independiente, y conforme a sus competencias constitucionales y legales, particularmente la Ley 24 de 1992 y el Decreto 25 de 2014 “Por el cual se modifica la estructura orgánica y se establece la organización y funcionamiento de la Defensoría del Pueblo”, adelantó en el primer semestre de este año, un diagnóstico de alcance general sobre situaciones económicas, sociales, culturales, jurídicas y políticas de la población con discapacidad en el país, realizando encuentros con esta población y entrevistas directas con sus cuidadores y familiares, en una muestra que incluyó el trabajo en veinte (20) Defensorías Regionales a lo largo del país:

· Antioquia

· Arauca

· Atlántico

· Boyacá

· Caldas

· Caquetá

· Cesar

· Guainía

· Guajira

· Huila

· Magdalena

· Magdalena Medio

· Norte de Santander

· Ocaña

· Quindío

· Risaralda

· Santander

· Urabá

· Tolima

· Valle del Cauca

Los resultados de este trabajo en terreno están siendo documentados por la Defensoría Delegada para la Salud, la Seguridad Social y la Discapacidad, y constituirán información útil para el informe que el mecanismo independiente remitirá este año 2015 al Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.  

6. Sírvase identificar los principales desafíos que enfrenta la diversidad de personas con discapacidad para participar en procesos de adopción de decisiones, generales y específicos sobre discapacidad, a nivel internacional, nacional y local, incluyendo los desafíos que enfrentan las personas que experimentan discriminación múltiple (por ejemplo, por motivos de discapacidad, edad, sexo, origen étnico, ubicación geográfica).

Para la Defensoría del Pueblo de Colombia, la negación y vulneración de los derechos humanos de las personas con discapacidad, está condicionada, entre otros, por los siguientes obstáculos:

· El desconocimiento que tienen las personas con discapacidad de sus derechos y, por lo tanto, sus limitaciones para reconocer cómo múltiples prácticas estatales y sociales son una grave violación a los mismos. 

· El desconocimiento del marco internacional de derechos humanos de las personas con discapacidad por parte de los funcionarios públicos.

· La resistencia social e institucional para reconocer a las personas con discapacidad como sujetos de derechos.

· El lenguaje estereotipado y las múltiples y simultáneas formas de discriminación contra las personas con discapacidad.

· La resistencia a escuchar la opinión de las personas con discapacidad y el no respeto de su derecho a participar en las decisiones que les afectan.

· La imposibilidad real para acceder al ejercicio de derechos por la negación de su capacidad jurídica.
En este contexto, a continuación se plantean algunos de los principales desafíos que a juicio de la Defensoría del Pueblo de Colombia enfrenta la garantía del derecho a la participación efectiva de las personas con discapacidad en el país:

· Generar condiciones para que las personas con discapacidad reconozcan todo tipo de violencia ejercida en su contra, como una grave violación a sus derechos humanos. 

· Identificar y caracterizar las dinámicas de violencia y exclusión social que enfrentan las personas con discapacidad, en los contextos regionales urbanos y rurales, para promover acciones de prevención y protección eficaces y sostenibles. 

· Garantizar por parte los servidores públicos responsables de la atención de la población con discapacidad un trato digno.

· Cualificar los procesos de acceso a la justicia, desarrollando un marco normativo nacional ajustado al reconocimiento de la plena capacidad jurídica de las personas con discapacidad mental y psicosocial, desarrollando los mandatos de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. 

· Impulsar procesos de restablecimiento de derechos de las personas con discapacidad que presenten otras particularidades, como ser víctimas del conflicto armado y de otras formas de violencia, acompañado de acciones de protección, atención psicosocial y atención terapéutica integral. 

· Garantizar la participación de las personas con discapacidad en todas las etapas de los procesos de justicia, en la forma en que ellas lo decidan y con respeto pleno a sus derechos consagrados en la Constitución Nacional, en leyes específicas y, principalmente, en los instrumentos internacionales de derechos humanos de esta población. 

· Generar coordinación permanente entre las entidades responsables de velar por los derechos de las personas con discapacidad.

· Promover la materialización de los avances legislativos nacionales e internacionales que protegen a las personas con discapacidad de discriminación, exclusión y de violencia, en políticas públicas y adecuaciones institucionales. 

· Incluir en los sistemas de información institucionales, las formas específicas de violencia que enfrentan las personas con discapacidad y sus múltiples manifestaciones, por ejemplo, en el contexto del conflicto armado colombiano, como información desagregada por sexo, edad, lugar y responsables. 

· Implementar acciones de sensibilización y difusión sobre los derechos humanos de las personas con discapacidad, con los ajustes razonables que sean necesarios.
De esta manera, doy respuesta al cuestionario del asunto y reafirmo el compromiso de esta Entidad en la promoción de los derechos humanos de las personas con discapacidad en el país. 
Cordialmente,

ALEXANDRA ORJUELA GUERRERO 
Defensora Delegada para la Salud, la Seguridad Social y la Discapacidad (e)
Proyectó: ADRIANA CABALLERO


Revisó/Aprobó: LYDA MARIANA GONZÁLEZ L. 
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